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Panel integrado por su presidenta la Juez Coll Martí, el 

Juez Flores García y el Juez Rivera Torres. 

Flores García, Juez Ponente  

SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 27 de septiembre de 

2018. 

I. INTRODUCCIÓN 

 Comparece la parte peticionaria, la señora Tamara 

Virella Vázquez, el señor Miguel A. Cordero González, y 

la sociedad legal de gananciales Cordero Virella, y 

solicitan la revocación, de una Resolución emitida por 

el Tribunal de Primera Instancia, Sala de San Juan, en 

aquella parte en la que el foro apelado reconsideró la 

desestimación sumaria de la demanda presentada en contra 

de la parte peticionaria. 

Veamos la procedencia del recurso promovido. 

II. RELACIÓN DE HECHOS 

 El 30 de abril de 2014 la parte recurrida, Vornado 

Montehiedra Acquisition LP, presentó una demanda en 

contra de Montehiedra Pet Center Inc., y la parte 
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peticionaria. La parte recurrida alegó que la 

corporación demandada, y la parte peticionaria, 

incumplieron con los términos y acuerdos contenidos en 

un contrato de arrendamiento de un local comercial en la 

propiedad de la parte recurrida. En base a lo anterior, 

aseveró que la corporación arrendataria, y la parte 

peticionaria, son deudoras solidarias de todas las 

partidas monetarias que reclamó en la demanda 

presentada. 

 Superados algunos trámites en el caso, el 8 de 

octubre de 2014 la parte peticionaria contestó la 

demanda. En síntesis, adujo que no era responsable 

personalmente por las deudas reclamadas en contra de 

Montehiedra Pet Center, Inc. Así, el pleito continuó su 

trámite, y el 26 de marzo de 2015 la parte recurrida 

solicitó la solución sumaria del pleito. Argumentó que, 

no existía controversia de hechos en torno a que la parte 

peticionaria, y la corporación demandada, habían 

incumplido con los acuerdos contenidos en el contrato de 

arrendamiento. En consecuencia, concluyó que, como 

cuestión de derecho, procedía que el tribunal ordenara 

a la parte peticionaria, y Montehiedra Pet Center Inc., 

a satisfacer solidariamente las prestaciones dejadas de 

pagar, y las penalidades que para estas situaciones 

dispone el contrato de arrendamiento. 

La parte peticionaria presentó su oposición y 

argumentó que no respondía personalmente por el 

incumplimiento del contrato. La parte peticionaria 

aseveró que, en todo momento, la Sra. Virella Vázquez 

actuó a nombre de la corporación demandada, y firmó el 

contrato de arrendamiento en tal capacidad. Añadió que, 

las actuaciones de la parte recurrida, durante el tiempo 
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que duró la relación comercial entre las partes, 

evidenciaba que siempre fue la intención de esta última 

contratar con Montehiedra Pet Center Inc., y no con la 

parte peticionaria en su carácter personal. La parte 

recurrida replicó al anterior escrito y reiteró sus 

argumentos. 

Por su parte, Montehiedra Pet Center Inc. presentó 

su oposición a la solicitud de sentencia sumaria. En 

resumen, la corporación argumentó en contra de la 

procedencia de la deuda reclamada, y en cuanto a la 

inaplicabilidad de la cláusula penal invocada por la 

parte recurrida. 

El foro primario examinó las mociones de las 

partes, y la evidencia que acompañaron a sus respectivos 

escritos. De esta forma, el 21 de julio de 2015, el foro 

de primera instancia emitió una sentencia sumaria 

parcial, en la que declaró libre de controversia los 

siguientes hechos: 

1. Vornado Montehiedra Acquisition, L.P. es una 
sociedad limitada, organizada bajo las leyes 

del Estado de Delaware y autorizada a hacer 

negocios en Puerto Rico. 

2. El 17 de diciembre de 2014 Vornado 

Montehiedra Acquisition, L.P. cambió su 

nombre comercial a UE Montehiedra 

Acquisition, L.P. a tenor con los estatutos 

apicables del Estado de Delware. 

3. Montehiedra Pet Center, Inc. es una 

corporación con fines de lucro, organizada 

bajo las leyes del Estado Libre Asociado de 

Puerto Rico el 25 de noviembre de 2008, a las 

8:09 a.m., con el Departamento de Estado con 

el número 185101. 

4. Tamara Virella Vázquez es la presidente y 
agente residente a cargo de la corporación 

Montehiedra Pet Center. 

5. La Sra. Virella se encuentra casada con el 
Sr. Cordero González. 

6. El 7 de noviembre de 2008 Vornado y MPC 

suscribieron un contrato titulado Indenture 

of Lease, para el alquiler del espacio en el 

centro comercial denominado Montehiedra Town 

Center Mall. 
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7. La Sra. Virella suscribió el contrato en 

cuestión como presidente y representante de 

MPC. 

8. El referido contrato fue suscrito ante el 
Notario Fernando Ignacio Medina Cedeño, 

affidávit número 911, de 21 de octubre de 

2008. 

9. El contrato dispone en cuanto a su vigencia 
lo siguiente: 

(d) Lease Term: Commencing on the 

Commencement Date (as that term is 

herein defined) and expiring on the 

date that is the day before the tenth 

(10th) anniversary of the Commencement 

Date (the “Expiration Date”). 

(e) Commencement Date: Commencement 

Date shall be the earlier of (1) the 

date that is ninety (90) days after 

the delivery of possession of the 

demised premises by Landlord to 

Tenant or (2) the date Tenant opens 

business to the public. 

10. En el contrato suscrito entre las partes 
Vornado arrendó a MPC un área, consistente 

en aproximadamente 2,950 pies cuadrados de 

espacio comercial localizado en Montehiedra 

Town Center, identificado como “Space 

#1830”. 

11. El área arrendada fue destinada para las 
instalaciones de una tienda para la venta 

de mascotas domésticas y productos 

relacionados. 

12. El canon de arrendamiento pautado en el 

contrato era uno variable, dependiendo del 

año y tomando en consideración un porciento 

del exceso de las ventas brutas generadas, 

según dispone en el mismo. 

13. A su vez, el Artículo XX del contrato 

dispone lo pertinente a los remedios 

disponibles en caso de un incumplimiento 

relacionado con el pago del canon acordado. 

14. Vornado dirigió a la MPC una comunicación 
con fecha de 21 de julio de 2009, en la que 

ratificó los términos de vigencia del 

contrato de alquiler comercial. 

15. En su parte pertinente, dicha comunicación 
expresa que: 

1. The undersigned has accepted 

possession of the Demised 

Premises. 

2. The lease is in full force and 
effect and unless otherwise 

provided herein has not been 

modified. 

3. The Commencement Date is 

December 20, 2008. 

4. The Rent Commencement Date is 

December 20, 2008. 
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5. The Expiration Date is December 
19, 2018. 

16. El 16 de septiembre de 2013 la Sra. Virella, 
como presidente de Montehiedra Pet Center, 

Inc., cursó una comunicación a Vornado, en 

la cual expresó su intención de rescindir 

el contrato. En la misma se especificó como 

sigue: 

That’s why as President of the 

Corporation came to an executive 

decision of not continuing as tenant 

and close the store effective today. 

I am requesting that the contract 

between Montehiedra Pet Center, Inc. 

and Vornado Montehiedra Acquisition, 

L.P. be cancel [sic] immediately and 

the facilities been [sic] up for 

leasing. I will turn in the keys to 

the administration office today. 

17. Vornado solicitó a MPC, mediante misiva del 
11 de febrero de 2014, el pago de los cánones 

de arrendamiento adeudado, a tenor con las 

disposiciones del contrato suscrito entre 

las partes. 

En lo pertinente a este recurso, el foro de primera 

instancia estableció como hecho en controversia:  

Si la señora Virella, su esposo, y la Sociedad 

Legal de Gananciales compuesta por ambos, son 

responsables en su carácter personal ante 

Vornado, ahora UEdge, por la deuda contraía en 

concepto del contrato suscrito por [Montehiedra 

Pet Center] y la parte demandante. 

El tribunal, a base de los documentos anejados por 

las partes a sus escritos, concluyó que la parte 

peticionaria no respondía personalmente de las deudas 

reclamadas por la parte recurrida. Esto debido a que, de 

acuerdo a la sentencia parcial emitida, los documentos 

sometidos por las partes, junto a sus respectivas 

mociones, impidieron que pudiera inferir que fue la 

voluntad de las partes que la parte peticionaria quedara 

obligada por el contrato de alquiler. Por tales 

fundamentos, el tribunal concluyó:  

[E]n este caso consta de manera clara y 

específica que nunca fue la intención de las 

partes sujetar al promotor, es decir, a la 

Sra. Virella y mucho menos a su cónyuge ni a 

la Sociedad de Bienes Gananciales existente 

entre ambos, al contrato suscrito.  
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El 12 de agosto de 2015 la parte recurrida solicitó 

la reconsideración de la referida sentencia parcial. 

Argumentó que, existía controversia en cuanto a la 

verdadera intención de las partes al suscribir el 

contrato. La parte recurrida enfatizó que el contrato de 

alquiler no fue novado, y que tampoco suscribieron un 

acuerdo mediante el cual la parte peticionaria quedara 

libre de toda responsabilidad. La parte peticionaria 

presentó su oposición a este último escrito. 

La sala sentenciadora reconsideró su postura 

original. Aunque reafirmó que, la Sra. Virella Vázquez 

firmó el contrato de arrendamiento en representación de 

la corporación demandada, y que, la eficacia de los 

acuerdos surgió el mismo día en que Montehiedra Pet 

Center adquirió vida jurídica, concluyó que, tales 

hechos no eran suficientes para descartar la 

responsabilidad de la parte peticionaria como promotora 

de la corporación. Consecuentemente, ordenó la 

continuación del pleito en contra de la parte 

peticionaria. 

Inconforme, la parte peticionaria comparece ante 

este tribunal para solicitar que desestimemos las 

reclamaciones en su contra. Es su contención, que no 

existe controversia de hechos en cuanto a la verdadera 

intención de las partes en este caso, esto es, que 

Montehiedra Pet Center fuese la única parte obligada por 

el contrato de arrendamiento. 

De otro lado, la parte recurrida, argumenta que es 

necesario que el foro primario celebre un juicio 

plenario para dilucidar la controversia referente a la 

responsabilidad personal de la Sra. Virella Vázquez, en 
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su papel como promotora de la corporación objeto de la 

demanda. 

Hemos examinado cuidadosamente los escritos de las 

partes, el contenido del expediente para este recurso y 

deliberado los méritos de esta Apelación entre los 

jueces del panel, por lo que estamos en posición de 

adjudicarlo de conformidad con el Derecho aplicable. 

III. DERECHO APLICABLE 

A. EL MECANISMO PROCESAL DE LA SENTENCIA SUMARIA 

La Regla 36.1 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. 

V, R. 36.1, establece que: 

Una parte que solicite un remedio podrá, en 

cualquier momento después de haber transcurrido 

veinte (20) días a partir de la fecha en que se 

emplaza a la parte demandada, o después que la 

parte contraria le haya notificado una moción de 

sentencia sumaria, pero no más tarde de los 

treinta (30) días siguientes a la fecha límite 

establecida por el tribunal para concluir el 

descubrimiento de prueba, presentar una moción 

fundada en declaraciones juradas o en aquella 

evidencia que demuestre la inexistencia de una 

controversia sustancial de hechos esenciales y 

pertinentes, para que el tribunal dicte 

sentencia sumariamente a su favor sobre la 

totalidad o cualquier parte de la reclamación 

solicitada. 

Por su parte, la Regla 36.2 de Procedimiento Civil, 

32 LPRA Ap. V, R. 36.2, permite a una parte contra la 

cual se ha presentado una reclamación, solicitar que se 

dicte sentencia sumaria a su favor sobre la totalidad o 

cualquier parte de la misma. 

Este mecanismo procesal es un remedio de carácter 

discrecional. Su fin es favorecer la más pronta y justa 

solución de un pleito que carece de controversias 

genuinas sobre los hechos materiales y esenciales de la 

causa que trate. Velázquez Ortiz v. Mun. de Humacao, 197 

DPR 656, 662-663 (2017); Córdova Dexter v. Sucn. 

Ferraiuoli, 182 DPR 541, 555 (2011); Ramos Pérez v. 

Univisión, 178 DPR 200, 212-214 (2010); Sucn. Maldonado 
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v. Sucn. Maldonado, 166 DPR 154, 184 (2005). A pesar de 

que en el pasado se calificó como un recurso 

“extraordinario”, el Tribunal Supremo estableció que su 

uso no excluye tipos de casos, y puede ser utilizada en 

cualquier contexto sustantivo. Meléndez González v. M. 

Cuebas, Inc., 193 DPR 100, 112 (2015). 

Independientemente de la complejidad del pleito, si de 

una moción de sentencia sumaria no surge controversia de 

hechos, puede dictarse sentencia sumaria. Id. 

Este mecanismo procesal únicamente se utilizará en 

aquellos casos en los que no existan controversias 

reales y sustanciales en cuanto los hechos materiales y 

pertinentes, y lo único que reste por parte del poder 

judicial es aplicar el Derecho. Regla 36.1 de 

Procedimiento Civil, supra; Meléndez González v. M. 

Cuebas, Inc., supra, pág. 109; PFZ Props., Inc. v. Gen. 

Acc. Ins. Co., 136 DPR 881, 911-912 (1994). El Tribunal 

Supremo define un hecho material como aquel que puede 

afectar el resultado de la reclamación de acuerdo al 

derecho sustantivo aplicable. Meléndez González v. M. 

Cuebas, Inc., supra, pág. 110; Ramos Pérez v. Univisión, 

supra, pág. 213. 

De otro lado, la parte promovente de una solicitud 

de sentencia sumaria está obligada a establecer, 

mediante prueba admisible en evidencia, la inexistencia 

de una controversia real respecto a los hechos 

materiales y esenciales de la acción. Mun. de Añasco v. 

ASES et al., 188 DPR 307, 326 (2013). Además, deberá 

demostrar que, a la luz del derecho sustantivo, amerita 

que se dicte sentencia a su favor. Ramos Pérez v. 

Univisión, supra, pág. 213; Sucn. Maldonado v. Sucn. 
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Maldonado, supra, pág. 184; Vera v. Dr. Bravo, supra, 

págs. 332-333. 

La Regla 36.3, 32 LPRA Ap. V, R. 36.3, exige que si 

de las alegaciones, deposiciones, contestaciones a 

interrogatorios y admisiones ofrecidas, en unión a las 

declaraciones juradas, si las hubiere, y alguna otra 

evidencia surge que no existe controversia real y 

sustancial en cuanto a ningún hecho esencial y 

pertinente, y que como cuestión de derecho procede, el 

tribunal debe dictar sentencia sumaria a favor de la 

parte que la promueve. Regla 36.3 (e) de Procedimiento 

Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 36.3 (e); Lugo Montalvo v. Sol 

Meliá Vacation Club, 194 DPR 209, 224-225 (2015); 

Meléndez González v. M. Cuebas, Inc., supra, pág. 109; 

SLG Zapata Rivera v. J.F. Montalvo, 189 DPR 414, 430 

(2013). 

En caso contrario, cuando de las alegaciones y la 

prueba, surja una controversia de hechos, la moción de 

sentencia sumaria es improcedente. Const. José Carro v. 

Mun. Dorado, 186 DPR 113, 129 (2012). Ante ello, el 

tribunal competente deberá abstenerse de dictar 

sentencia sumaria en el caso, y cualquier duda en su 

ánimo, habrá de resolverse en contra de la parte que 

promueve la solicitud. Vera v. Dr. Bravo, supra, págs. 

332-333; Mgmt. Adm. Servs., Corp. v. E.L.A., 152 DPR 

599, 610 (2000). La parte promovente tiene que cumplir 

con los requisitos de forma en la moción, desglosando 

sus alegaciones en párrafos debidamente enumerados y, 

para cada uno de ellos, especificar la página o el 

párrafo de la declaración jurada y cualquier otra prueba 

admisible que apoye su contención. Meléndez González v. 

M. Cuebas, Inc., supra, pág. 110-111; SLG Zapata Rivera 
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v. J.F. Montalvo, supra, pág. 432. Cuando el promovente 

de la moción incumple con los requisitos de forma de la 

sentencia sumaria, el tribunal no estará obligado a 

considerar su solicitud. Meléndez González v. M. Cuebas, 

Inc., supra, pág. 111. La numeración no es un mero 

formalismo, ni constituye un simple requisito mecánico 

sin sentido. Por el contrario, tiene un propósito 

laudable, por lo que su relevancia es indiscutible y 

queda claramente evidenciada luego de una interpretación 

integral de las nuevas Reglas de Procedimiento Civil 

adoptadas en el año 2009. De lo contrario, las enmiendas 

a la Regla 36 de Procedimiento Civil de 2009 no tendrían 

valor práctico alguno. Zapata v. J.F. Montalvo Cash & 

Carry, Inc., 189 DPR 414, 434 (2013). 

A su vez, la parte que se oponga a que se dicte 

sentencia sumaria debe controvertir la prueba 

presentada. Para lograrlo, es necesario que la oposición 

exponga detallada y específicamente, hechos que 

demuestren la existencia de una controversia real y 

sustancial, que haga necesario celebrar un juicio 

plenario. SLG Zapata Rivera v. J.F. Montalvo, supra, 

pág. 432. 

El Tribunal Supremo ha reiterado que una mera 

alegación o duda no es suficiente para controvertir un 

hecho material, sino que se tiene que proveer evidencia 

sustancial de los hechos materiales reales en disputa 

para poder derrotar la solicitud de sentencia sumaria. 

Meléndez González v. M. Cuebas, Inc., supra, pág. 110; 

Ramos Pérez v. Univisión, supra, págs. 213-214. La duda 

debe ser de naturaleza tal que permita “concluir que 

existe una controversia real y sustancial sobre hechos 
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relevantes y pertinentes”. Meléndez González v. M. 

Cuebas, Inc., supra, pág. 110. 

Si la parte opositora se cruza de brazos, corre el 

riesgo de que se acoja la solicitud de sentencia sumaria 

y se resuelva en su contra. No obstante, el hecho de no 

oponerse, no implica necesariamente que proceda dictarse 

sentencia sumaria, si existe una controversia legítima 

sobre un hecho material. Ramos Pérez v. Univisión, 

supra, pág. 215. 

La Regla 36.3 (b), 32 LPRA Ap. V, R. 36.3 (b), 

establece los requisitos de forma que la contestación a 

la moción de sentencia sumaria deberá contener, a saber: 

(1) una exposición breve de las alegaciones de las 

partes, los asuntos litigiosos o en controversia y la 

causa de acción, reclamación o parte respecto a la cual 

se solicita la sentencia sumaria; (2) una relación 

concisa y organizada, con una referencia a los párrafos 

enumerados por la parte promovente, de los hechos 

esenciales y pertinentes que están realmente y de buena 

fe controvertidos, con indicación de los párrafos o las 

páginas de las declaraciones juradas u otra prueba 

admisible en evidencia donde se establecen los mismos, 

así como de cualquier otro documento admisible en 

evidencia que se encuentre en el expediente del 

tribunal; (3) una enumeración de los hechos que no están 

en controversia, con indicación de los párrafos o las 

páginas de las declaraciones juradas u otra prueba 

admisible en evidencia donde se sostengan los mismos, 

así como de cualquier otro documento admisible en 

evidencia que se encuentre en el expediente del 

tribunal, y (4) las razones por las cuales no debe ser 

dictada la sentencia, argumentando el derecho aplicable. 
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32 LPRA Ap. V, R. 36.3 (b); Meléndez González v. M. 

Cuebas, Inc., supra, pág. 110-111; SLG Zapata Rivera v. 

J.F. Montalvo, supra, pág. 432. 

El incumplimiento con los requisitos de forma por 

la parte que se opone a la moción de sentencia sumaria, 

podría provocar que el tribunal dicte sentencia sumaria 

a favor de la parte promovente solo sí procede en 

derecho. Id. Inclusive, el incumplimiento con los 

requisitos de forma establecidos en la Regla, podría 

provocar que el tribunal no tome en consideración el 

intento de la parte opositora de impugnar los hechos. 

Id. 

El cumplimiento con los requisitos de forma 

facilita el proceso adjudicativo al poner al tribunal en 

posición de evaluar conjuntamente las versiones 

encontradas, para cada uno de los hechos refutados, a la 

luz de las referencias a la prueba que alegadamente los 

apoya. SLG Zapata-Rivera v. J.F. Montalvo, supra, págs. 

433–434. 

A tono con lo anterior, la parte demandante en un 

caso puede prevalecer por la vía sumaria si presenta 

prueba incontrovertida sobre todos los elementos 

indispensables de su causa de acción. En cambio, la 

demandada puede derrotar una moción de sentencia sumaria 

presentada por la demandante de tres maneras: (1) si 

establece una controversia real de hechos sobre uno de 

los elementos de la causa de acción de la parte 

demandante; (2) si presenta prueba que apoye una defensa 

afirmativa; o (3) si presenta prueba que establezca una 

controversia sobre la credibilidad de los testimonios 

jurados que presentó la demandante. Ramos Pérez v. 

Univisión, supra, pág. 217. 
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Toda relación de hechos expuesta en la moción de 

sentencia sumaria, o en su contestación, podrán 

considerarse admitidas si se indican los párrafos o las 

páginas de las declaraciones juradas o de otra prueba 

admisible en evidencia donde ésta se establece, a menos 

que esté debidamente controvertida conforme lo dispone 

la regla en cuestión. El Tribunal no tendrá la obligación 

de considerar aquellos hechos que no han sido 

específicamente enumerados, y que no tienen una 

referencia a los párrafos o las páginas de las 

declaraciones juradas u otra prueba admisible en 

evidencia donde se establecen. Tampoco tendrá la 

obligación de considerar cualquier parte de una 

declaración jurada o de otra prueba admisible en 

evidencia a la cual no se haya hecho referencia en una 

relación de hechos. Regla 36.3 (d) de Procedimiento 

Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 36.3 (d). 

En Meléndez González v. M. Cuebas, Inc., supra, 

págs. 118-119, nuestra última instancia en derecho 

puertorriqueño estableció el estándar de revisión 

judicial a nivel apelativo de las denegatorias, o 

concesiones, de mociones de sentencia sumaria. El 

Tribunal Supremo enumeró los nuevos principios de 

revisión: 

Primero, reafirmamos lo que establecimos en Vera 

v. Dr. Bravo, supra, a saber: el Tribunal de 

Apelaciones se encuentra en la misma posición 

del Tribunal de Primera Instancia al momento de 

revisar Solicitudes de Sentencia Sumaria. En ese 

sentido, está regido por la Regla 36 de 

Procedimiento Civil, supra, y aplicará [sic] los 

mismos criterios que esa regla y la 

jurisprudencia le exigen al foro primario. 

Obviamente, el foro apelativo intermedio estará 

limitado en el sentido de que no puede tomar en 

consideración evidencia que las partes no 

presentaron ante el Tribunal de Primera 

Instancia y no puede adjudicar los hechos 

materiales en controversia, ya que ello le 

compete al foro primario luego de celebrado un 
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[sic] juicio en su fondo. La revisión del 

Tribunal de Apelaciones es una de novo y debe 

examinar el expediente de la manera más 

favorable a favor de la parte que se opuso a la 

Moción de Sentencia Sumaria en el foro primario, 

llevando a cabo todas las inferencias 

permisibles a su favor. 

Segundo, por estar en la misma posición que el 

foro primario, el Tribunal de Apelaciones debe 

revisar que tanto la Moción de Sentencia Sumaria 

como su Oposición cumplan con los requisitos de 

forma codificados en la Regla 36 de 

Procedimiento Civil, supra, y discutidos en SLG 

Zapata-Rivera v. JF Montalvo, supra. 

Tercero, en el caso de revisión de una Sentencia 

dictada sumariamente, el Tribunal de Apelaciones 

debe revisar si en realidad existen hechos 

materiales en controversia. De haberlos, el foro 

apelativo intermedio tiene que cumplir con la 

exigencia de la Regla 36.4 de Procedimiento 

Civil y debe exponer concretamente cuáles hechos 

materiales encontró que están en controversia y 

cuáles están incontrovertidos. Esta 

determinación puede hacerse en la Sentencia que 

disponga del caso y puede hacer referencia al 

listado numerado de hechos incontrovertidos que 

emitió el foro primario en su sentencia. 

Cuarto, y por último, de encontrar que los 

hechos materiales realmente están 

incontrovertidos, el foro apelativo intermedio 

procederá entonces a revisar de novo si el 

Tribunal de Primera Instancia aplicó 

correctamente el Derecho a la controversia. 

B. LA DOCTRINA DE LOS PROMOTORES CORPORATIVOS 

La Ley General de Corporaciones, Ley Núm. 164-2009, 

14 LPRA sec. 3501 et seq., no regula la etapa de 

promoción de una corporación, tampoco hace mención de la 

figura de los promotores. Véase, Ortiz Muñoz v. Rivera 

Martínez, 170 DPR 869 (2007). En Ortiz Muñoz v. Rivera 

Martínez, supra, pág. 882, nuestra última instancia 

judicial en derecho local adoptó la figura del promotor 

de corporaciones como respuesta a las controversias que, 

de ordinario, surgen en la etapa de formación de una 

corporación que aún no adquiere personalidad jurídica 

propia. 

En general “[l]a promoción de la corporación se 

refiere a las gestiones que se llevan a cabo antes de 

que la corporación sea incorporada, con el fin y [el] 
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propósito de organizar, desarrollar, darle forma o 

establecer el negocio y [la] actividad a la que se va a 

dedicar la corporación.” L. M. Negrón Portillo, Derecho 

Corporativo Puertorriqueño, 2da ed., San Juan, 1996, 

pág. 34. Entre las gestiones de promoción de una 

corporación están, por ejemplo, conseguir personal para 

trabajar en la corporación, adquirir bienes o activos, 

realizar gestiones para obtener un lugar donde pueda 

operar la corporación, entre otras. Id.  

La casuística desarrollada sobre el tema, se ha 

encargado de definir los parámetros de responsabilidad 

civil de estos promotores frente a las personas con las 

que contratan durante la etapa de formación de la futura 

entidad jurídica. Id, pág. 883. Sobre el particular, el 

profesor Díaz Olivo comenta que “[e]n la actualidad, la 

jurisprudencia enfoca el problema de responsabilidad de 

los promotores desde tres perspectivas distintas: (1) 

frente a la corporación, (2) frente a los accionistas y 

los acreedores, y (3) con respecto a otros promotores”. 

C. E. Díaz Olivo, Corporaciones, Tratado Sobre Derecho 

Corporativo, 2016, pág. 76. 

Sin embargo, existe otro supuesto de 

responsabilidad bajo el cual el promotor de una 

corporación puede quedar obligado ante un tercero, por 

las gestiones que realizó a favor de la corporación aún 

no constituida. Véase, Ortiz Muñoz v. Rivera Martínez, 

supra. Este escenario de responsabilidad surge cuando el 

promotor auspicia, y suscribe, ante un tercero un 

acuerdo para beneficio de esa futura corporación. C. E. 

Díaz Olivo, op. cit., pág. 77. Para atender este tipo de 

ocurrencia, el Tribunal Supremo estableció la norma de 

solidaridad legal entre el promotor, y la corporación, 
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por el incumplimiento de los contratos pactados por el 

promotor, y que fueran adoptados, explícita o 

implícitamente, por la corporación. Ortiz Muñoz v. 

Rivera Martínez, supra, págs. 882-889. 

Sin embargo, este tipo de solidaridad legal no es 

automática, ya que, nuestra casuística exige que la 

nueva corporación asuma de forma expresa, o de forma 

indirecta, el compromiso que emana de tal acuerdo. Id., 

pág. 884. Así, por ejemplo, la junta de directores de la 

nueva corporación puede emitir una resolución mediante 

la cual asuma la responsabilidad y los beneficios, del 

acuerdo suscritos por el promotor, quedando así obligada 

de forma expresa, junto a aquel, a cumplir con las 

obligaciones suscritas por este último.  C. E. Díaz 

Olivo, op. cit., pág. 78. Ahora bien, la asunción de 

responsabilidad puede ser implícita. Ortiz Muñoz v. 

Rivera Martínez, supra, pág. 883. Esto, en la medida en 

que la corporación aproveche los beneficios del acuerdo 

con conocimiento pleno de los términos del contrato. Id. 

Esta forma tácita de asunción puede surgir, por ejemplo, 

“cuando el promotor se convierte en el único director o 

accionista de la corporación, lo razonable es imputarle 

a la corporación el conocimiento del contrato pactado 

por el promotor”. Id., pág. 884. De esta manera, tanto 

el promotor como la corporación, quedan obligados en 

iguales términos frente al tercero, por el contrato 

pactado durante la formación de la compañía. Ausente la 

asunción de responsabilidad por parte de la entidad 

jurídica, el promotor será el único responsable frente 

a los que contrató, en previsión a la incorporación de 

la futura empresa que nunca adquirió capacidad jurídica. 

Id., pág. 883. 
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Ahora bien, existe la posibilidad que permite al 

promotor quedar libre frente a la corporación, y ante un 

tercero. Ello procede si coinciden los requisitos para 

la configuración de la asunción de la deuda por parte de 

la corporación, y además, una novación del acuerdo 

primitivo, o algún tipo de pacto que libere al promotor 

de toda responsabilidad. Ortiz Muñoz v. Rivera Martínez, 

supra, pág. 885. 

Claro está, la ratificación del contrato libera al 

promotor de responsabilidad únicamente frente al ente 

jurídico que gestionó. Id., pág. 888. La responsabilidad 

del promotor para con terceros, solo desaparece por la 

novación del contrato primitivo, o algún tipo de nuevo 

acuerdo a esos efectos. Id. Para que surja el efecto 

liberador, el nuevo acuerdo debe celebrarlo el promotor 

junto a los terceros afectados, o la corporación con 

estos últimos. Id. 

En cuanto a la novación propia, el Art. 1173 del 

Código Civil establece que “la novación que consiste en 

substituirse un nuevo deudor en lugar del primitivo 

puede hacerse sin conocimiento de éste, pero no sin el 

consentimiento del acreedor.” 31 LPRA sec. 3243. Es 

decir, que para que se produzca una verdadera novación 

el consentimiento del acreedor ha de constar de modo 

cierto y positivo, de forma expresa, y ha de prestarse 

con el deliberado propósito de exonerar de sus 

obligaciones al deudor primitivo para hacerlas recaer en 

toda su extensión sobre el nuevo deudor. Teachers 

Annuity v. Soc. de Gananciales, 115 DPR 277, 282 (1984). 

No obstante, en el derecho corporativo la 

exoneración de responsabilidad que libera al promotor, 

además de ocurrir de forma expresa, mediante novación o 
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un acuerdo que releve al promotor de responsabilidad, 

también puede suceder de forma indirecta. Díaz Olivo, 

op. cit., pág. 77. Esto último, en atención a la 

verdadera intención de las partes al suscribir el 

acuerdo original. En cuanto a este extremo, el Prof. 

Díaz Olivo apuntala: 

La mejor manera de establecer la exoneración de 

responsabilidad del promotor es mediante su 

constatación en el texto del contrato. En tal 

situación, la tercera o terceras personas que 

negociaron con el promotor, solo podrán 

descansar en el crédito de la corporación, una 

vez esta se organice y asuma la responsabilidad 

por el contrato. 

Si en el contrato no se hubiese dispuesto nada 

sobre la responsabilidad del promotor, entonces 

será necesario determinar cuál fue la intención 

de las partes, y esta se deducirá de los hechos 

y las circunstancias en la que las partes 

negociaron el contrato. 

Díaz Olivo, op. cit., pág. 77. 

Como expresamos, el derecho corporativo local no 

regula la etapa de promoción de una corporación, ni la 

figura de los promotores. Por tal motivo, resulta 

necesario examinar las decisiones de los distintos 

tribunales estatales, y federales, para ilustrarnos 

sobre la interpretación que ha recibido la doctrina. 

Ortiz Muñoz v. Rivera Martínez, supra, n. 8. 

En Whitney v. Wyman, 101 U.S. 392 (1879), el 

Tribunal Supremo federal opinó que, para este tipo de 

caso la pregunta es siempre una de intención, y los 

tribunales están obligados a dar efecto a tal intención, 

ausente circunstancias que lo impidan. Whitney v. Wyman, 

supra, págs. 395-396.1  

En este litigio, el promotor de la corporación 

quedó liberado de responsabilidad civil debido a dos 

                                                 
1 La cita exacta lee: “In the latter cases the question is always 

one of intent; and the court, being untrammeled by any other 

consideration, is bound to give it effect”. 
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factores. El primero, el promotor firmó el acuerdo a 

nombre de la futura corporación; el segundo, la parte 

demandante cursó misivas solo a nombre de la corporación 

suscribiente. Whitney v. Wyman, supra, pág. 396. Bajo 

tales premisas, la corte decidió que la parte demandante 

solo podía reclamar en contra de la corporación 

contratante. Id.  

Los hechos del Doyn Aircraft, Inc. v. Wylie, 443 

F.2d 579, 583 (10th Cir. 1971), no presentaron mayor 

controversia para la doctrina del promotor. Esto, 

porque, las partes en el texto del contrato plasmaron 

claramente la obligación de cumplimiento del promotor 

con las cláusulas contenidas en el propio contrato.2 De 

acuerdo a los términos, el promotor quedaba obligado por 

el contrato hasta tanto cediera sus derechos a la 

corporación. Id. Debido a que nunca ocurrió la cesión, 

el promotor quedó atado al cumplimiento del acuerdo que 

suscribió. Id. 

En contraste, la Corte Suprema del estado de 

Washington en, Goodman v. Darden, Doman & Stafford 

Assocs., 100 Wash. 2d 476 (1983), expresó, confrontada 

con una situación muy similar a la presente, que: “[a]s 

with any agreement, release of the promoter depends on 

the intent of the parties”. Goodman v. Darden, Doman & 

Stafford Assocs., supra, págs. 479-480. En comentario de 

                                                 
2 Sobre el asunto, la corte expresó que: “The fallacy in the argument 

is in the fact that the contract will not support Wylie's assertion 

that appellees were not charging him with responsibility in the 

performance of the agreement. Paragraph 8 of the distributorship 

contract provides: ‘It is expressly agreed and understood that this 

contract is being made by JAMES C. WYLIE for the benefit of a 

corporation to be formed, and all rights hereunder of the 

Distributor are assignable by the said WYLIE, and upon such 

assignment and assumption of liabilities by the assignee, the said 

WYLIE shall not have any liability hereunder.’ Appellant admits 

that he never assigned the contract rights to his corporation. That 

failure fastens liability squarely on him as provided in the 

agreement”. Doyn Aircraft, Inc. v. Wylie, supra, pág. 583. 
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la corte obedeció a que no pudo encontrar, en el texto 

del contrato bajo disputa, algún tipo de lenguaje que 

permitiera inferir que la intención de las partes, al 

suscribir el contrato, fue liberar al promotor del 

compromiso. Goodman v. Darden, Doman & Stafford Assocs., 

supra, págs. 479-480; Véase también, Norfolk S. Ry. Co. 

v. Jacobs, 549 F.Supp.2d 990 (N.D. Ohio 2008); Menard, 

Inc. v. Dial-Columbus, LLC, 781 F.3d 993 (8th Cir. 2015). 

A pesar de ello, encontramos altamente persuasivas 

las siguientes expresiones en la sentencia: 

We do not believe the agreement to release a 

promoter from liability must say in so many 

words, “I agree to release.” Where the promoter 

cannot show an express agreement, existence of 

the agreement to release him from liability may 

be shown by circumstances. Of course, where 

circumstantial evidence is relied on, the 

circumstances must be such as to make it 

reasonably certain that the parties intended to 

and did enter into the agreement.  

Goodman v. Darden, Doman & Stafford Assocs., 

supra, pág. 481.  

Similarmente, la Corte de Apelaciones para el 

Segundo Circuito del estado de Ohio, en Stewart Realty 

Co. v. Keller, 118 Ohio App. 49 (1962), decidió que bajo 

las circunstancias fácticas que presentó el pleito, era 

imposible concluir que el promotor de la corporación 

respondiera personalmente por el incumplimiento 

contractual reclamado. 

Aunque, en Stewart Realty Co. v. Keller, supra, la 

corporación nunca llegó a existir, la corte de 

apelaciones de Ohio utilizó la doctrina de corporación 

por estoppel, para eximir al promotor de 

responsabilidad. Localmente, los Poderes Legislativos y 

el Ejecutivo, al promulgar la Ley de Corporaciones de 

2009, rechazaron las doctrinas de corporación de facto, 
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y la corporación por estoppel. Diaz Olivo, op. cit., 

págs. 111-113. 

Sin embargo, las expresiones del tribunal, en 

cuanto a la intención de las partes, en base a la 

interpretación del contrato objeto del pleito, son 

acertadas, e igualmente aplicables al presente recurso. 

Por ejemplo, la corte expresó que, del texto claro del 

contrato era forzoso concluir que, solo las partes 

suscribientes quedaron obligadas por sus términos. 

Stewart Realty Co. v. Keller, supra, págs. 51-52.  

La conclusión del tribunal estuvo fundamentada en 

que: el promotor firmó a nombre, o en representación, de 

la corporación; que la parte demandante conocía que, la 

corporación al momento de la firma, aún no tenía 

personalidad jurídica propia.3 En fin, la corte concluyó 

que, no existía evidencia que le permitiera concluir que 

el promotor respondía personalmente a la parte 

demandante. Stewart Realty Co. v. Keller, supra, pág. 

52; Véase también, Sherwood & Roberts-Oregon, Inc. v. 

Alexander, 269 Or. 389 (1974) (“We find there was 

evidence that plaintiff looked solely to the to-be-

formed corporation for payment of the note. Unlike the 

creditor in the usual case, the plaintiff in this case 

is the party that insisted that the contract show a 

corporation as the obligor and would not do business 

otherwise, although plaintiff knew when the note was 

executed that no corporation existed”); Quaker Hill, 

                                                 
3 De acuerdo a las determinaciones de la corte: “The contract was 

signed, ‘Avon Brand, Inc., by Gerald D. Keller, Pres.’ It is 

undisputed in evidence that the contract was executed by plaintiff 

with full knowledge that Avon Brand, Inc., did not have any 

corporate existence at the time, de jure or de facto, and that 

Keller expressly declined to execute any contract naming him as a 

party individually”. Stewart Realty Co. v. Keller, supra, págs. 49-

50. 
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Inc. v. Parr, 148 Colo. 45, 50 (1961) (“In the present 

case, according to the trial court's findings, the 

plaintiff, acting through its agent, was well aware of 

the fact that the corporation was not formed and 

nevertheless urged that the contract be made in the name 

of the proposed corporation. There is but little 

evidence indicating intent on the part of the plaintiff 

to look to the defendants for performance or payment”.) 

En resumen, la regla general es que, los promotores 

son civilmente responsables del cumplimiento de los 

contratos que suscriben en beneficio de la corporación 

que interesan formar. Ortiz Muñoz v. Rivera Martínez, 

supra, pág. 883. La excepción a esta regla general ocurre 

cuando, la parte que contrata con el promotor conoce 

sobre la inexistencia de la corporación, y todavía así 

acuerda descansar en el crédito de la corporación que 

aún no queda organizada. Id. 

Por otro lado, existe otra posibilidad mediante la 

cual el promotor de una corporación garantiza, con su 

propio peculio, el cumplimiento de los acuerdos 

suscritos en la etapa de gestación de una empresa 

fallida. No obstante, a diferencia de la doctrina del 

promotor de negocios, esta norma aparece codificada en 

el Art. 1.05 (c) de la Ley de Corporaciones de 2009, 14 

LPRA sec. 3505: 

Todas las personas que actúen como corporación 

sin autoridad para ello, serán responsables 

solidariamente de todas las deudas y 

obligaciones incurridas o asumidas como 

resultado de esta actuación. 

En cuanto al texto citado, recurrimos a la 

interpretación del artículo que precedió a este, el Art. 
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1.06 (c) de la Ley de Corporaciones de 1995.4 En cuanto 

al significado del primero, el Tribunal Supremo, expuso 

que: 

[E]s claro que todas las personas que lleven a 

cabo negocios a nombre de una corporación 

inexistente incurren en responsabilidad 

solidaria en cuanto a las deudas y obligaciones 

que ésta contraiga. Se trata de una carga que 

impone la ley para procurar que se cumplan 

cabalmente los requisitos de incorporación.  

Rivera Hernández v. Comtec Comm., 171 DPR 695, 

709 (2007). 

Por tanto, el Art. 1.05 (c) fue diseñado para 

imponer responsabilidad solidaria a todas las personas 

que concreten acuerdos a nombre de una empresa que nunca 

adquiere vida jurídica, conforme exige nuestro 

ordenamiento jurídico. Rivera Hernández v. Comtec Comm., 

supra, págs. 708-709. A diferencia de la figura del 

promotor, lo anterior presupone que esas personas 

comenzaron el proceso de incorporar su negocio, pero no 

lo completaron cabalmente. Id., pág. 709. De acuerdo al 

comentario del Prof. Díaz Olivo, sobre el Art. 1.05 (c) 

de la Ley de Corporaciones de 2009: 

[E]l estado de derecho en Puerto Rico es el 

siguiente. Si las personas interesadas en operar 

una corporación no satisfacen los requisitos de 

ley para una incorporación, la corporación 

sencillamente no existe. Esto implica que las 

personas que efectúen transacciones a nombre de 

una supuesta corporación que no se organizó 

debidamente, responderán personal y 

solidariamente de las resultas de esas 

transacciones, independientemente de si estos 

estuvieran o no conscientes de la falla en el 

proceso de incorporación.  

Díaz Olivo, op. cit., pág. 113. 

IV. APLICACIÓN DEL DERECHO A LOS HECHOS 

 En este caso, la parte recurrida presentó una 

demanda sobre cobro de dinero en contra de la Montehiedra 

                                                 
4 Aquel exponía: “Todas las personas que actúen como corporación 

sin autoridad para ello, serán responsables de todas las deudas y 

obligaciones incurridas o asumidas como resultado de esta 

actuación”. 
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Pet Center, Inc. y la parte peticionaria. La 

controversia principal estriba en si la parte 

peticionaria era responsable, junto a la corporación 

Montehiedra Pet Center. Inc., por la deuda reclamada por 

la parte recurrida. 

Luego que el foro de primera instancia desestimara 

la demanda en contra de la parte peticionaria, 

reconsideró su postura inicial, pues entendió que 

existía controversia de hechos sobre la intención de las 

partes al momento de firmar el contrato de 

arrendamiento. El foro apelado concluyó que los hechos 

evidenciados, impedían concluir la verdadera intención 

de las partes al firmar el contrato. Por tanto, también 

ultimó que, persistía controversia sobre si las partes 

quisieron exonerar a la señora Virella de toda 

responsabilidad como promotora de Montehiedra Pet Center 

al momento de contratar. 

 La hermenéutica legal requiere, para descubrir la 

verdadera intención de las partes al firmar el contrato, 

estudiar los actos coetáneos a la firma de las 

obligaciones, los anteriores y posteriores a la 

otorgación de los acuerdos. Determinar la verdadera 

intención de las partes resulta importante, pues las 

obligaciones que surgen de los contratos tienen fuerza 

de ley entre las partes y deben cumplirse al tenor de 

los mismos. Art. 1044 del Código Civil, 31 LPRA sec. 

2994. Lo anterior, siempre y cuando lo pactado no sea 

contrario a la ley, a la moral, ni el orden público. 

Art. 1207 del Código Civil, 31 LPRA 3372. 

Sobre la intención de las partes al entrar en una 

relación contractual, el Art. 1233 del Código Civil 

dispone que, si los términos de un contrato son claros 
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y no dejan duda sobre la intención de las partes, se 

estará al sentido literal de sus cláusulas. 31 LPRA sec. 

3471. Por otro lado, cuando el texto del contrato 

pareciera contrario a la intención evidente de las 

partes, prevalecerá la intención sobre el texto. Id. 

Como adelantamos, el Art. 1234 del Código Civil 

dispone que, para determinar la intención de las partes 

de un contrato, los tribunales debemos tomar en cuenta 

sus actos, ya sean coetáneos o posteriores al 

otorgamiento del contrato. 31 LPRA sec. 3472.  

A tono con este derecho, y la casuística que emana 

de la Regla 36 de Procedimiento Civil, estudiaremos la 

prueba admisible en evidencia que las partes litigantes 

anejaron a sus respectivos escritos de solicitud de 

sentencia sumaria, y en oposición. Esto con el propósito 

de inquirir sobre los motivos de las partes 

contratantes, y corroborar la verdadera intención de 

estos al negociar y firmar el contrato objeto de esta 

disputa. 

Comenzamos con el texto del propio contrato firmado 

el 7 de noviembre de 2008. La primera página del contrato 

titulado “Indenture of Lease” a “Vornado Montehiedra 

Acquisition L.P.” como “Landlord” en el primer párrafo 

de la página, y “Montehiedra Pet Center, Inc.” es 

identificado como “Tenant” en la misma página. Inclusive 

de acuerdo a la sección 1.1 del Art. 1 del contrato, 

“The Tenant’s Trade Name” es “Montehiedra Pet Center”. 

El acuerdo sigue, y especifica las obligaciones y 

responsabilidades de cada parte identificada como 

“Landlord” y “Tenant”, y las consecuencias que pudiera 

enfrentar cada cual por incumplimiento. 
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En la última página del acuerdo encontramos una 

página identificada como la “Signature Page”. En ella 

encontramos que el contrato de alquiler fue firmado, 

ante notario público, por el representante autorizado de 

“Vornado Montehiedra Acquisition L.P.”, y por Tamara 

Virella, a nombre de “Montehiedra Pet Center, Inc.”. Así 

lo confirma el texto del affidávit número 911 debajo de 

las firmas, que lee: “Suscribed to before me [sic] by 

Tamara Virella, of legal age, married, as President of 

Montehiedra Pet Center, Inc. an executive, and residente 

of San Juan, Puerto Rico, whom I personally know[.]” 

Recordemos, en este punto, que cuanto el texto de 

un contrato es claro,5 y no deja dudas, el intérprete 

debe ceñirse al significado al sentido literal de sus 

cláusulas. Art. 1233 del Código Civil, supra. Así que, 

de acuerdo al anterior principio, el significado del 

texto examinado solo puede llevar a una conclusión, a 

saber, que la Sra. Virella Vázquez firmó el acuerdo en 

su capacidad como presidenta de Montehiedra Pet Center, 

Inc. 

No obstante, este hecho, por sí solo, no libera 

automáticamente a la parte peticionaria de responder por 

las prestaciones que reclama la parte recurrida. La 

doctrina requiere que, junto a este factor, existan 

otros hechos que permitan inferir el ánimo liberador de 

las partes al perfeccionar el contrato, de lo contrario 

persiste la presunción de responsabilidad solidaria 

entre la promotora y la corporación inquilina. 

                                                 
5 Términos claros son aquellos que por sí mismos son bastante lúcidos 

para ser entendidos en un único sentido, sin dar lugar a dudas o 

controversias, sin necesidad de interpretaciones y sin necesitar 

para su comprensión, razonamientos o demostraciones susceptibles a 

impugnación. Sucn. Ramírez v. Trib. Superior, 81 DPR 357, 361 

(1959). 
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Es que, lo anterior es obligatorio para este caso, 

ya que, es otro hecho indiscutido que las partes no 

suscribieron un nuevo acuerdo para exonerar de 

responsabilidad a la promotora, y tampoco incluyeron en 

el contrato de alquiler un lenguaje literal que permita 

concluir una separación de la promotora respecto a las 

obligaciones constituidas entre las partes. 

De acuerdo a la jurisprudencia reseñada, la 

intención de las partes procede de sus actos. A parte 

del contrato como tal, en este caso, encontramos varias 

piezas de evidencia determinantes sobre este dilema. 

El certificado de incorporación de Montehiedra Pet 

Center, Inc. indica el 28 de noviembre de 2008 como la 

fecha de incorporación.6 El Exhibit III de la moción de 

sentencia sumaria es un acuerdo confirmatorio, y en 

parte modificativo, mediante el cual las partes 

comparecientes confirmaron el contrato primitivo y 

establecieron la fecha de efectividad del mismo. El 

cuerpo del nuevo acuerdo lee: 

The undersigned, as Tenant under that certain 

Lease (hereinafeter called the “Lease”) dated 

November 7, 2008 made and entered into with 

Vornado Montehiedra Acquisition, L.P. as 

Landlord, and the undersigned, as Tenant, hereby 

confirms and agrees as follows (all capitalized 

terms used herein shall have herein same defined 

meanings as in the Lease). 

1. The undersigned has accepted 

possession of the Demised 

Premises. 

2. The lease is in force and effect 
and unless otherwise provided 

herein has not been modified. 

3. The Commencement Date is December 
20, 2008. 

4. The Rent Commencement Date is 

December 20, 2008. 

5. The Expiration Date is December 20, 
2018. 

                                                 
6 Exhibit II, Moción de Sentencia Sumaria. 



 
 

 
KLAN201800940 

 

28 

Las firmas de las partes aparecen en la parte baja 

del documento, el representante de Vornado Montehiedra 

Acquisition, L.P. y el de Montehiedra Pet Center, Inc. 

La primera parte firmó el contrato el 22 de septiembre 

de 2009, y la segunda el 3 de agosto de 2009. Este 

acuerdo identifica a Montehiedra Pet Center como 

“Tenant”, y además, contiene la dirección postal de la 

corporación demandada, según aparece en el Registro de 

Corporaciones y Entidades del Departamento de Estado de 

Puerto Rico. 

El Exhibit V es una carta con fecha de 16 de 

septiembre de 2013, por medio la cual Montehiedra Pet 

Center dio por terminado el contrato de alquiler. La 

carta está firmada por la Sra. Virella como presidenta 

de Montehiedra Pet Center, Inc.  

El Anejo V de la moción en oposición a la sentencia 

sumaria, contiene copia de tres estados bancarios de la 

cuenta de cheques de Montehiedra Pet Center, Inc. Estos 

estados de cuenta muestran copia de varios cheques 

cobrados por la parte recurrida, mediante los cuales la 

corporación demandada pagó la renta para los meses de 

septiembre de 2010, febrero de 2011, y para el mes de 

enero de 2012. Notamos que la cuenta es identificada 

como una “Cuenta Empresarial” a nombre de Montehiedra 

Pet Center, Inc., y las copias contienen la dirección 

postal de la corporación según aparece en el Registro de 

Corporaciones. 

Por último, llamamos la atención sobre la carta de 

cobro que la parte recurrida envió a la dirección postal 

de Montehiedra Pet Center Inc., y que está dirigida a la 

Sra. Virella en su carácter de presidenta de la 
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mencionada empresa.7 Transcribimos los párrafos 

pertinentes del cuerpo de la comunicación, que fuera 

preparada por el representante legal de la parte 

recurrida: 

We represent Vornado Realty Trust and Vornado 

Montehiedra Acquisition, L.P. (collectively 

“Vornado”). Through the present letter, Vornado 

requests the immediate payment of the 

outstanding debt for the rent payments and other 

charges and fees under the Indenture of Lease 

Agreement subscribed on November 7, 2008. 

At present, Montehiedra Pet Center, Inc. has 

failed to make any payments whatsoever to cover, 

either partially or in whole the outstanding 

debt in the amount of $182,578.95. In light of 

the foregoing, we are granting Montehiedra Pet 

Center, Inc. until Wednesday, February 19, 2014 

to submit the corresponding payment for the 

outstanding debt for a sum of no less than 

$182,578.95. 

[…] 

La contención principal de la parte recurrida, en 

cuanto a todo esto, es que la parte peticionaria responde 

solidariamente junto a la corporación demandada. 

Fundamenta su argumento en que, no existe “una novación 

del contrato o un acuerdo liberando al promotor de toda 

deuda”. Esto último, de una cita del caso normativo Ortiz 

Muñoz v. Rivera Martínez, supra. Igualmente, cita el 

texto del Art. 1.05 (c) de la Ley de Corporaciones, 

supra, pero como vimos este artículo no aplica al 

presente recurso, pues está reservado a situaciones en 

las que la incorporación es defectuosa, o nunca 

sobrevino. En el presente caso, la corporación quedó 

legalmente formada, y adquirió personalidad jurídica el 

25 de noviembre de 2008.  

En cuanto al primer punto, la parte recurrida 

olvida la excepción a la regla general que anuncia. Ortiz 

Muñoz v. Rivera Martínez, supra, pág. 883. 

                                                 
7 Exhibit VI, Moción de Sentencia Sumaria. 
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Consecuentemente, lo que resta, después del extenso 

análisis que antecede, es determinar si en este litigio 

aplica la excepción a la regla general que prescribe la 

doctrina del promotor de corporaciones. 

Hemos estudiado cuidadosamente la prueba 

circunstancial provista por la parte recurrida, de ella 

sola, es posible inferir razonablemente que, en todo 

momento, fue la intención de la parte recurrida 

contratar con la corporación demandada bajo el supuesto 

de la ficción jurídica creado por la incorporación de 

esta. Las actuaciones de la parte recurrida, según 

reflejadas en la evidencia documental que aportó, 

muestran que aceptó como inquilina a la corporación 

demandada, y firmó el contrato de alquiler antes de 

formarse esta. No solamente eso, sino que la parte 

recurrida y Montehiedra Pet Center, Inc., ratificaron y 

modificaron el acuerdo primitivo mediante la carta que 

firmaron en distintas fechas, reproducida en parte 

arriba. Por medio de este nuevo acuerdo modificativo, la 

parte recurrida aceptó por segunda vez como inquilino a 

la corporación ya formada, y ambas partes acordaron 

hacer efectivo el contrato de alquiler, en un momento 

posterior a la fecha de incorporación de Montehiedra Pet 

Center, Inc.  

Añádase, como muy importante, el hecho de que la 

parte recurrida hizo gestiones de cobro, sin 

menospreciar los acuerdos firmados entre las partes, 

gestión en la que por tercera ocasión identificó 

claramente el que pensaba era el deudor de la renta 

mensual que reclamaba. Todas estas circunstancias, nos 

llevan a concluir que en la mente de los agentes de la 
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corporación demandante no existía duda sobre la 

identidad del deudor en este caso. 

Nuestra conclusión queda reforzada por hechos 

adicionales que encontramos en la prueba documental de 

la parte peticionaria. Estos hechos evidencian que la 

parte peticionaria siempre utilizó la personalidad 

jurídica de Montehiedra Pet Center Inc., para efectuar 

negocios con la parte recurrida. Así lo demuestran sus 

estados bancarios, y los cheques emitidos por la 

corporación para pagar el alquiler mensual. 

Notamos, en este caso, una particular separación 

entre la personalidad natural de la parte peticionara, 

y la jurídica de la corporación demandada. Esto según 

las propias actuaciones de las partes en este pleito. 

En resumen, la parte recurrida conoció sobre la 

inexistencia de la Montehiedra Pet Center Inc., al 

firmar el contrato el 7 de noviembre de 2008, y aun así 

descansó en el crédito de la corporación para tratar de 

recuperar la acreencia que reclama. Stewart Realty Co. 

v. Keller, supra, pág. 52. Ahora la parte recurrida no 

puede retractarse de sus propios actos, para tratar de 

obtener un segundo patrimonio que auxilie la 

satisfacción de su alegada acreencia. 

En atención a la doctrina prevaleciente, la 

intención entre las partes está clara, y conforme a los 

acuerdos que ellos suscribieron. Por tanto, procede 

nuestra intervención a los fines de revocar la 

determinación recurrida.  

V. DISPOSICIÓN DEL CASO 

 Por los fundamentos antes expuestos, expedimos el 

auto solicitado, revocamos la resolución recurrida, y 

devolvemos el pleito a la sala sentenciadora para la 
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continuación de los procedimientos de forma compatible 

con esta sentencia. 

 Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones. 

 

 

 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


